
SUBVENCIONES OTORGADAS A LAS CCAA PARA CREAR SUS REGISTROS
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El Gobierno central concedió en 2007 un total de 2 millones de euros a las 17 autonomías para implantar sus registros 

y aprobar la norma que los regulara. La subvenciones se distribuyeron en función del número de habitantes.
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El 14 de agosto el Boletín 
Oficial del Estado (BOE) pu-
blicó por fin el decreto que 
regula el funcionamiento 
del registro estatal de pro-
fesionales sanitarios, sen-
tando oficialmente las ba-
ses del funcionamiento de 
una herramienta unánime-
mente demandada por toda 
la profesión. Según los pla-
zos estipulados en el BOE, el 
Ministerio de Sanidad debe 
aprobar antes del próximo 
14 de febrero la orden que 
fijará el soporte, el formato 
y las características de la 
transferencia de datos a ese 
registro central, y 12 meses 
después de aprobada esa 
orden, es decir, el 14 de fe-
brero de 2016, el registro es-
tará por fin operativo. 

El Ministerio estima que 
la puesta en funcionamien-
to del registro, el desarro-
llo de su aplicación infor-
mática, la introducción de 
los datos (que deben remitir 
a Sanidad otros ministerios, 
autonomías, colegios profe-
sionales y entidades priva-
das), la verificación de esos 
datos y su notificación a los 
profesionales se puede ha-
cer con un coste de 230.000 
euros, que saldrán del pre-
supuesto asignado este año 
al Ministerio y no supon-
drán, por tanto, "aumento 
de las dotaciones presu-
puestarias ni de los gastos 
en materia de personal", se-
gún la memoria económica 
del proyecto ministerial. 

José Luis Lancho, econo-
mista del Estado y coordi-
nador de Mediscopia, el in-
forme demográfico que la 
OMC presentó en 2011 (ver 
DM del 4-XI-2011), dice que 
"una memoria económica lo 
aguanta todo, pero otra cosa 
es plasmar los cálculos que 
se hacen sobre el papel". Se-
gún él, "volcar los datos pro-
venientes de colegios y au-
tonomías en una aplicación 
no debería ser, en principio, 
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el coste inicial del registro estatal
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muy costoso, dados los me-
dios informáticos actuales 
y el volumen de los datos en 
cuestión, que no es especial-
mente numeroso, al menos 
en lo que se refiere a los mé-
dicos (207.000, según las es-
timaciones de Sanidad)". El 

verdadero problema, según 
Lancho, reside precisamen-
te en los datos autonómicos, 
"que son inexistentes o, en 
el mejor de los casos, incom-
pletos y muy heterogéneos". 

Si nos remitimos de nue-
vo a la memoria económi-
ca del proyecto, el Ministe-
rio afirma que la puesta en 
marcha del registro estatal 

"no supone incremento de 
gasto alguno" para las co-
munidades autónomas. El 
truco hay que buscarlo en el 
decreto aprobado en sep-
tiembre de 2007, que obliga-
ba a todas las automomías 
a implantar su propio regis-
tro y regulaba la concesión 
de subvenciones a todas las 
regiones para su puesta en 
marcha. La Administración 
central dio un total de 2 mi-
llones de euros, que se dis-
tribuyeron entre las 17 au-
tonomías en función de su 
población (ver cuadro). 

LOS DEBERES POR HACER 

Sanidad recuerda en su me-
moria económica que esos 2 
millones de euros estaban 
destinados a la financiación 
de las respectivas aplicacio-
nes informáticas y a la inte-
gración de todos los datos 
recabados en el Sistema de 
Información del SNS, y, por 
tanto, la puesta en marcha 
del nuevo registro central 

"no supondrá incremento 
de gasto para las haciendas 
autonómicas". No obstante, 
como reconoce el propio Mi-
nisterio en esa memoria, 7 
años después de la aproba-
ción del decreto de 2007, 
hay 3 autonomías (Madrid, 

Navarra y Asturias) que aún 
no tienen un decreto que re-
gule su registro, "y en mu-
chas de las que existe ese 
decreto -añade Lancho- los 
datos no se han recabado o 
se ha hecho de forma in-
completa, lo que obligará al 
Ministerio a ejercer la labor 
de liderazgo que tenía que 
haber asumido desde hace 

tiempo si quiere que su re-
gistro se nutra con los datos 
de las 17 autonomías". 

DICTAMEN DEL CONSEJO 

El propio Consejo de Esta-
do le da un tirón de orejas 
a Sanidad por sus estima-
ciones económicas, y en el 
dictamen emitido antes de 
la publicación del decreto 
dice literalmente que "la 
memoria económica pre-
senta un cálculo insuficien-
te de su impacto en las ad-
ministraciones públicas y 
demás entidades afectadas 
por la norma proyectada". 
El Consejo de Estado no en-
tra a valorar si los 230.000 
euros que prevé desembol-
sar la Administración cen-
tral son suficientes, pero 
afirma claramente que "la 
mayor amplitud de datos 
que serán requeridos por el 
registro estatal entrañará 
previsiblemente una mo-
dificación de las aplicacio-
nes informáticas emplea-
das por las comunidades, 
con el consiguiente coste, 
que la memoria no ha cuan-
tificado". Recuerda, ade-
más, que "la implementa-
ción del registro en las au-
tonomías que aún no lo tie-
nen supondrá con seguri-
dad un gasto específico. En 
suma, la memoria carece de 
una adecuada valoración 
de su impacto en las comu-
nidades autónomas". 

El decreto también reco-
ge la posibilidad de arbitrar 
mecanismos jurídicos para 
el funcionamiento del re-
gistro con colegios y entida-
des, mecanismos que, se-
gún Sanidad, no supondrán 
"aumento de las dotaciones 
presupuestarias". Según el 
Consejo de Estado, esta pre-
visión "carece de contenido, 
prejuzga el alcance de los 
convenios y sólo atiende al 
eventual efecto económico 
de esos convenios en la par-
te pública, sin atender al se-
guro impacto en los presu-
puestos de los colegios".

Siete años después de 
que Sanidad obligará a 
todas las autonomías a 
crear sus propios 
registros, aún hay tres 
autonomías que no 
han desarrollado una 
normativa específica

El Consejo de Estado 
afirma que el registro 
central obligará a 
cambiar los programas 
informáticos regionales, 
"con el consiguiente 
coste, que el Ministerio 
no ha cuantificado"
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